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Resumen 
Las Asociaciones Público Privadas son un modelo de financiamiento de 
infraestructura pública y la prestación de sus servicios relacionados, mediante el 
cual el sector privado se asocia con el sector público aportando su capacidad 
económica y de gestión de proyectos de infraestructura. 
Este modelo de financiación es una adaptación de las célebres “Public-
Private Partnerships”, constituidas en el Reino Unido a principio de los años 90. En 
Colombia se regularon mediante la Ley 1508 de 2012 y a partir de su 
reglamentación se puede decir que existen dos formas de impulsar la 
infraestructura Pública en nuestro país, el contrato tradicional de obra estatal (Ley 
80 de 1993) y las Asociaciones Público Privadas.  
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Abrastrac 
The Public Private Partnerships are a model for financing public 
infrastructure and the provision of related services, whereby the private sector 
associates with the public sector by providing its economic capacity and 
management of infrastructure projects  
This model of funding is an adaptation of the famous "Public-Private 
Partnerships" established in the United Kingdom in the early 1990s. In Colombia 
they were regulated by the Law 1508 of 2012 and from its regulation it can be said 
that there are 2 Ways of promoting the public infrastructure in our country, the 
traditional contract of state work (Law 80 of 1993) and Public Private Partnerships.  
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INTRODUCCIÓN 
Debido a la reciente regulación e implementación de las Asociaciones 
Público-Privadas en Colombia, se hace necesario realizar una reflexión en cuanto 
a su naturaleza y fin, mediante el análisis del contenido y su desarrollo en el medio 
internacional, identificando las ventajas y/o desventajas en el medio nacional con 
la comparación de estas frente al tradicional contrato de obra pública, herramienta 
de crecimiento y desarrollo estructural utilizada antes de la expedición de la Ley 
1508 de 2012, ley por la cual se adoptó en Colombia el concepto de Asociaciones 
Público-Privadas (APP) y se estableció su régimen jurídico. 
Una infraestructura pública apropiada, acompañada de la adecuada 
provisión y prestación de los servicios públicos son elementos indispensables para 
el desarrollo, crecimiento y efectiva realización de los fines de cualquier Estado 
enfocado en el progreso y el posicionamiento dentro de una economía global y 
competitiva, el cual tenga como último fin garantizar la vida y el óptimo desarrollo 
de los integrantes del mismo. 
 No sólo es preciso la construcción de autopistas y carreteras, ejes 
fundamentales para el desarrollo económico optimo y eficaz de cualquier país sino 
además, el desarrollo de infraestructura adecuada para la debida satisfacción del 
interés general, como hospitales, escuelas, edificios gubernamentales, etc. 
estructuras que acompañadas de la debida organización, operación, gestión y 
logística pertinente, permiten una efectiva y eficaz prestación de los servicios 
públicos indispensables e inherentes a la condición humana. 
Por tales motivos los Estados vanguardistas han debido plantear nuevas 
herramientas que permitan dar rienda suelta a su necesidad de desarrollo, de esta 
manera ya no solo basta con la regulación ordinaria de la relación Estado-
Contratista, ya que en términos generales es insuficiente la capacidad económica 
de cualquier Estado en vía de desarrollo, debido a la insuficiencia de recursos 
frente a la multiplicidad de necesidades que acompañan una sociedad llena de 
rezagos. 
Es así como se ha decidido implementar las Asociaciones Público-Privadas 
(APP), que en sus inicios fue un novedoso sistema que permitió a los Estados 
Europeos vincular los recursos privados con las necesidades de carácter público, 
sistema que se creó para suplir las problemáticas y carencias que encontraron en 
virtud de su desarrollo, las cuales les impidieron de momento su avance y 
modernización. 
Menciona Millán (2009), en su informe final respecto de la experiencia del 
Reino Unido en la aplicación de las Asociaciones Público Privadas para el 
desarrollo de infraestructura y la provisión de servicios públicos patrocinados por 
el Banco Interamericano de Desarrollo –BID-: 
“La iniciativa de financiamiento privado (“Private Finance 
Initiative”-PFI, 1992, p.9), fue lanzada por el Gobierno de la Gran 
Bretaña en 1992, como una herramienta para: (a) ayudar a resolver una 
necesidad real de renovar los activos públicos, después de un largo 
período de baja inversión en infraestructura, y (b) fomentar mejores 
prácticas por la vía de utilizar la capacidad de gestión del sector privado 
en este proceso.” 
Mediante la comparación propuesta se pretende determinar  ¿Cuáles son 
las ventajas o desventajas, jurídicas, presupuestales y sociales, de la 
implementación de las Asociaciones público Privadas –APP-, como medio para el 
avance de la infraestructura pública en Colombia?  Y así establecer en qué 
medida las APP serán adecuadas para el desarrollo de la infraestructura pública 
en el Estado Colombiano, partiendo de la experiencia que a nivel nacional se 
puede identificar respecto del contrato de obra pública tradicional, teniendo en 
cuenta que, este medio de desarrollo lleva mucho más tiempo en uso en nuestro 
país. 
 En el primer capítulo se analizará de manera íntegra (antecedentes, 
concepto y características) el modelo de Contratación de Infraestructura Pública 
en Colombia desarrollado por la Ley 80 de 1993, seguido por el análisis de las 
Asociaciones Público-Privadas establecidas en nuestro país mediante la Ley 1508 
de 2012. Una vez identificados los conceptos, debe procederse a comparar las 
ventajas o/y desventajas que cada modelo presenta para el crecimiento de la 
Infraestructura Estatal. 
1. De la Contratación de Infraestructura Pública en Colombia (Ley 80 de 
1993) 
Es mediante el Artículo 150 de la Constitución Política de Colombia de  
1991 que se le ordenó al poder Legislativo “Compete al Congreso expedir el 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y en especial de la 
Administración Nacional”, con el espíritu renovador de la nueva sociedad 
Colombiana, el 28 de octubre de 1993 entró en vigencia la Ley 80 Por la cual se 
expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, ley que 
derogó en gran parte el Decreto Ley 222 de 1983, que  dictaba normas sobre los 
contratos de la nación y las entidades descentralizadas, el cual lideraba en 
palabras de (Matallana, 2015, p. 132 a 133) un Régimen de Contratación Estatal  
que permitía la proliferación de la corrupción administrativa, toda vez que la 
administración no elegía sus contratistas mediante criterios objetivos y que 
además imponía excesivos controles para la selección de los mismos, exigía 
numerosas autorizaciones, desde el Consejo de Estado hasta el Consejo de 
Ministros, causando demoras en el inicio de las obras y desajustes 
presupuestales.  
Acorde con lo anterior la Ley 80 de 1993, entró a regir en una nueva 
sociedad colombiana, la cual con la expedición de la Constitución de 1991  
fortaleció la descentralización administrativa, procurando superar el legado 
centralista de la Constitución de 1886, así el país se desarrollaría de manera 
armónica y equitativa; poniendo punto final a ese concepto pétreo de la 
Constitución de 1886 donde “el objetivo esencial era claro se trataba de garantizar 
el orden del país y se confiaba que el orden se apoyaría sobre una serie de 
elementos básicos: la centralización radical del poder público, el fortalecimiento de 
los poderes de ejecutivo (…)”. (Melo, 1989, p. 4).  
Este desarrollo equitativo entre la nación, los departamentos y los 
municipios se vería reflejado años después de la expedición de la Constitución de 
1991, cuando en la celebración de los 20 años del seguimiento de la Carta Magna 
al respecto ilustró (De La Calle 1999, p. 12): 
En intervención de Luis Carlos Galán en el Senado, en 
noviembre de 1987, decía que en 1979, mientras el gasto de la Nación 
ascendía al 79%, el de los departamentos se situaba en el 16% y el de 
los municipios, apenas en un 6%. Para 1983, la situación se había 
agravado: la Nación disponía del 80 por ciento del gasto público total, 
mientras que los municipios solo ordenaban el 5% del mismo. Hoy, el 
ingreso de las regiones asciende al 50% (…) 
Con la redistribución de los recursos públicos el ahora fortalecido Estado 
Social de Derecho ha pretendido asegurar el respeto, la protección y la garantía 
de los Derechos Fundamentales –y sus conexos- de los habitantes de Colombia. 
Comparado frente al modelo centralista, la descentralización administrativa 
permite a cada región identificar sus necesidades y contar con recursos propios, 
mediantes los cuales podrá solventar estos acorde se priorice en cada cual, ya 
que no todas las regiones tendrán las mismas necesidades, en las mismas 
proporciones y en la misma medida de urgencia. Conforme con lo anteriormente 
mencionado (Mesa, 2011, p.31) afirma que la descentralización en Colombia: a) 
Da una mayor y mejor provisión de bienes públicos locales y meritorios para la 
población, b) Brinda mayor bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de la 
población en salud, educación, agua potable y saneamiento básico y c) La 
administración nacional mejoraría en su funcionamiento. 
En torno a este nuevo marco constitucional, menciona (Matallana, 2015, 
p.63):  
“lo más importante de la Carta de 1991 es el que se le establezca 
a las autoridades la tarea precisa de dar cumplimiento a los fines 
estatales que han de estar inspirados siempre en los conceptos de 
dignidad humana y bienestar y en general responden en todos los 
casos al deber supremo de atención permanente del interés colectivo”.  
Acorde con lo establecido en la nueva carta magna de 1991, es mediante la 
expedición de la Ley 80 de 1993 que entró a regir el nuevo Estatuto de 
Contratación, el cual debía responder a las nuevas reglas de juego establecidas y 
así llevar a buen término los fines esenciales del Estado Colombiano establecidos 
por el articulo número dos de nuestra constitución, materializando el Estado Social 
de Derecho: 
 “servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución Política; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
1.1. Concepto de contrato de obra y obra pública  
Es relevante precisar la noción del Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública respecto de los contratos estatales relacionados con la 
infraestructura en Colombia, regidos por el Artículo 32. Numeral 1 (contrato de 
obra) de la Ley 80 de 1993, teniendo en cuenta que mediante este estatuto de 
contratación no solo se prevé y se procura el avance estructural de la nación, sino 
que también determina las formalidades y procedimientos para que el Estado 
Colombiano y las entidades estatales, adquieran otros bienes y servicios (contrato 
de consultoría, contrato de prestación de servicios). Por tanto es necesario enfocar 
la atención de este artículo reflexivo en lo pertinente a la Ley 80 de 1993, sus 
decretos reglamentarios y leyes modificatorias, reguladoras de la contratación de 
construcción, mantenimiento y adecuación de la infraestructura Pública en 
Colombia. 
El Articulo 32 de la Ley 80 de 1993, Numeral 1 define el contrato de obra 
como aquel “que celebren las Entidades Estatales para la construcción, 
mantenimiento, instalación y en general para la realización de cualquier otro 
trabajo material sobre inmuebles (…)”  
En palabras de (Gordillo, 2015, p.819 a 821) Obra Pública designa a un 
cierto tipo de muebles o inmuebles estatales afectados a fines de utilidad general: 
son obras públicas, en este sentido los puentes, caminos, edificios públicos, etc. 
En un segundo sentido la frase se identifica por extensión con el concepto de 
contrato de obra pública y designa por ello a los contratos realizados por la 
administración con particulares para que estos construyan puentes, caminos o 
edificios, en este sentido no debería reducirse a definir tan solo como un “contrato 
de obra”, el acuerdo de voluntades entre los particulares y la Administración 
Pública, ya que en este se encuentra involucrado mucho más que la simple 
manifestación del querer construir o realizar cualquier tipo de trabajo sobre un bien 
inmueble que involucre a la Administración Pública, siendo estos dos elementos 
fundamentales al momento de distinguir el régimen jurídico a aplicar al contrato en 
mención. 
 No se puede dejar de lado que la finalidad de la contratación estatal acorde 
con el Artículo 3 de la Ley 80 de 1993, es el cumplimiento de los fines del Estado, 
la continua y eficiente prestación de servicios públicos y la garantía de los 
derechos e interés de los contratistas que colaboran con la administración, al 
respecto es conducente mencionar lo dicho por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera en Sentencia del 31 de agosto 2011, 
radicado 25000-23-26-000-1997-04390-01(18080), consejera ponente Ruth Stella 
Correa Palacio: “Por consiguiente, la causa del contrato es la satisfacción de las 
necesidades colectivas y de interés general a cuyo logro deben colaborar quienes 
contratan con la administración, no obstante que pretendan obtener con su 
ejecución un beneficio económico inicialmente calculado”. 
La posible disminución de sendas características desde la misma definición 
aportada por la norma constitutiva del contrato de obra, en el cual se vean 
involucrados un inmueble y una entidad Pública, es la que en el tiempo hace 
deslucir su finalidad y termina arruinando tan importante elemento del desarrollo 
estatal; disminuyéndolo a un confrontamiento de intereses particulares, de parte 
del servidor Público que olvida velar por el interés general y las necesidades 
colectivas, como del contratista que ignora su deber de colaborar con la 
consecución de los fines del Estado.  
1.2. Características de la contratación estatal de infraestructura pública 
      El sector de la infraestructura Pública en Colombia se materializa a 
través del contrato de obra, el cual es un especie de contrato que pertenece al 
género de los Contratos Estatales (Art.32 Ley 80 de 1993), para Lamprea (2007) a 
partir de la Constitución de 1991 y la Ley 80 de 1993 “ El resultado ha sido el 
proyecto de retomar la idea de contrato del derecho privado, dechado de armonía 
y “equilibrio”, en cuanto a garantías de las partes, sin olvidar más necesarias 
atenuaciones y supuestos obligados del Estado dentro del principio de interés 
general”(p. 21). 
Con el fin de preservar dicho equilibrio entre contratante y contratista sin 
dejar de lado el carácter fundamental del contrato estatal, la satisfacción del 
interés general, el Estatuto General de Contratación arropó los procesos de 
Contratación Pública bajo una serie de principios los cuales según Orrego (2013): 
“son el fundamento de las normas-reglas que existen en el 
ordenamiento jurídico y que como tales son los postulados que se han 
de cumplir para el logro de los fines de la Contratación Estatal, que  en 
últimas no son más que aquellos mismos fines del Estado establecidos 
por la Constitución Política”(p. 19). 
Acorde con lo anterior los procesos de contratación de obra pública deberán 
respetar siempre los principios de (Ley 80 de 1993): trasparencia, economía, 
responsabilidad, además de los principios constitucionales, principios generales 
del Derecho y del Derecho Administrativo. 
Bajo el marco anteriormente descrito, según la “Guía para Procesos de 
Contratación de Obra Pública” (2016), Colombia Compra Eficiente tiene entre 
otras funciones El desarrollo y difusión de las políticas, normas e instrumentos 
para facilitar las compras y promover la eficiencia. En el mismo se establece que   
las entidades de carácter Público podrán realizar procesos de contratación de obra 
mediante Licitación Pública, Selección abreviada, Contratación Directa y Mínima 
Cuantía. 
Dadas la cantidad de particularidades que involucra cada sistema de 
selección se realizará mención de las más relevantes con el fin aportar los 
suficientes elementos de comparación y evitar centrar el desarrollo del presente 
artículo en los medios tradicionales de contratación. 
Autores como (Matallana 2015, p. 461 a 485), identifican una serie de 
requisitos comunes a todo proceso de contratación, como son el documento de 
viabilidad técnica, identificación de la necesidad e inclusión en el plan anual de 
adquisiciones  y la realización de estudios previos los cuales harán tránsito a 
pliego de condiciones y finalizarán el contrato, lo anterior con miras de justificar la 
necesidad de realizar la contratación, acompañado por su valor y sentar las bases 
para dar inicio a la modalidad de selección escogida.  
Continuando con las políticas expuestas por Colombia Compra Eficiente la 
entidad pública interesada podrá acudir a los diferentes medios de contratación 
así: 
- Licitación Pública: Aplica por regla general.  
- Selección Abreviada: Aplica cuando el valor de la obra está en el rango de 
la menor cuantía de la Entidad Estatal y cuando se trata de Servicios para la 
Defensa y Seguridad Nacional.  
- Contratación Directa: Ésta modalidad es de carácter restrictivo y por lo tanto 
sólo aplica cuando se trate de urgencia manifiesta o de la contratación del sector 
defensa y seguridad nacional que requiera reserva.  
- Mínima Cuantía: Aplica cuando el valor de la obra está en el rango de la 
mínima cuantía de la Entidad Contratante. 
        Acorde con lo anterior, no está restringido el uso a un solo modelo de 
selección de contratista cuando se trata de contratación de Obra Pública, este 
dependerá de la cuantía del contrato o a las condiciones en que se desarrollará 
este. Por otra parte en este sistema tradicional de contratación si estará restringido 
la identificación y el ofrecimiento de necesidades a suplir lo cual deberá realizar  
única y exclusivamente cada Entidad Pública y la participación del contratista se 
limitará al desarrollo del objeto contractual. 
 Anticipos: Según la (Cámara Colombiana de Infraestructura, 2017, p. 2), 
“El anticipo es un recurso económico que permite el normal desarrollo del 
objeto del contrato al convertirse en un instrumento de financiación del 
proyecto. La Ley 80 de 1993 permite pactar el pago anticipado y la entrega 
de anticipos, pero establece que el monto no podrá exceder el 50% del 
valor del respectivo contrato”. 
De acuerdo con (Lamprea, 2007, p. 470), los anticipos se encuentran 
establecidos por el Artículo 40 de la Ley 80 de 1993 y el cual implica la entrega al 
contratista de un porcentaje del precio del contrato, cuya destinación es cubrir los 
costos iniciales de ejecución del objeto contratado. 
 Remuneración al contratista: Aclaran doctrinantes como (Matallana 
2015), acompañado de las directrices establecidas por Colombia Compra 
Eficiente (2016) que si bien las formas de remuneración a contratistas no se 
encuentran enumeradas expresamente por la normatividad vigente, se 
utilizarán modos de pagos que fueron regulados en ordenamientos 
anteriores como: pago por precio global, Llave en mano, precios unitarios, 
administración delegada y reembolso de gastos. 
Concluye (De la Riva, 2017) que independiente de la forma de pago 
elegida, “en el contrato de obra pública el financiamiento debe provenir  
necesariamente de fondos del Tesoro” (p 196),  inclusive el mismo inicio de la 
ejecución del contrato podrá depender de recursos públicos, ya que como 
estableció previamente al momento de la suscripción del contrato, se podrá 
acordar entre el contratista y el contratante el desembolso de recursos públicos a 
título de anticipo, el Departamento Nacional de Planeación (2011), define el 
anticipo como la suma de dinero que se entrega al contratista para ser destinada 
al cubrimiento de los costos en que éste debe incurrir para iniciar la ejecución del 
objeto contractual, es decir, es la financiación por la Entidad Estatal de los bienes 
y servicios correspondientes a la prestación a ejecutar. 
 Distribución del riesgo: Acorde con el Artículo 3 del Decreto 1510 de 2013 
“Por el cual se reglamenta el sistema de compras y contratación pública.” El 
riesgo debe entenderse como “un evento que puede generar efectos 
adversos y de distinta magnitud en el logro de los objetivos del Proceso de 
Contratación o en la ejecución de un Contrato” 
Teniendo en cuenta que el Contrato de Obra Pública en su etapa de 
ejecución puede sufrir este tipo de eventos, es indispensable que la entidad 
pública encargada de estructurar el proceso de contratación desde el inicio 
identifique claramente aquellos que pueden afectar el normal desarrollo del 
mismo, ya que este tipo de contratos además de buscar el satisfacer del Interés 
General, se debe respetar el acuerdo previo de voluntades sobre el cual el 
contratista realiza la estimación de sus benéficos y ganancias. 
Así el Artículo 5 de la Ley 80 de 1993 estableció: “De los Derechos y 
Deberes de los Contratistas:  
“tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración 
pactada y a que el valor intrínseco de la misma no se altere o modifique 
durante la vigencia del contrato. En consecuencia tendrán derecho, 
previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de 
la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la 
ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los 
contratistas. Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la 
entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación 
surgida al momento del nacimiento del contrato.” 
Sumado a lo anterior el Articulo 24 Numeral 5, literal C, el cual 
estableció que en los pliegos de condiciones: “se definirán con precisión las 
condiciones de costo y calidad de los bienes, obras o servicios necesarios 
para la ejecución del objeto del contrato.” 
Acorde con lo expuesto, autores como (Fonseca, 2002, p. 47) afirma que: 
“sólo es posible asignar o trasladar al contratista riesgos que no impidan 
establecer al momento de celebrar el contrato las condiciones de costo 
de las obras y servicios que sean objeto del mismo…No pueden, por 
tanto, trasladarse al contratista aquellos riesgos que no son propios de 
su empresa y que no pueden medirse y calcularse dentro del precio del 
contrato. Ni es legítimo que la Administración pretenda conducir al 
proponente o contratista a comprar una especie de lotería cuando 
celebra el contrato, incorporando en éste elementos de riesgo que no 
esté en condiciones de valorar”. 
  Como puede verse el contratista no deberá asumir más riesgos que los que 
se encuentren identificados al inicio del proceso de contratación, ya que como 
contrato busca el benéfico de ambas partes. Es menester de la entidad pública 
identificar y gestionar los riesgos encontrados, ya que como derecho del 
contratista no se debe presentar dentro de la ejecución del contrato un 
desequilibrio económico que afecten las expectativas del mismo; así De la Riva 
(2017) sostiene que “El contratista privado no está sustancialmente expuesto a su 
riesgo y ventura, sino que sólo debe soportar los perjuicios atribuibles a su propia 
negligencia” (p. 196). 
1.3. Finalidad del contrato de obra pública 
Como pudo establecerse en este capítulo, una de las finalidades del 
Estatuto General de Contratación fue la de otorgar mayor dinamismo a los 
procesos de contratación el cual permitiera al nuevo sistema de contratación 
responder a la necesidades del naciente Estado Social de Derecho y le permitiera 
a este cumplir con sus fines claramente establecidos en el Artículo 2 de la 
Constitución de 1991 mediante el desarrollo de la infraestructura pública. 
El contrato de obra y el contrato de concesión regulados por el cuerpo 
normativo anteriormente descrito se erigieron como los medios para el avance y el 
impulso de la infraestructura Pública en Colombia desde 1991, arropados bajo los 
principios establecidos por el estatuto de Contratación que en un inicio procuró 
amoldar el gasto de los recursos públicos a la satisfacción del interés general. 
Hoy en día el contrato de concesión mediante el Artículo 2 de la Ley 1508 
de 2012, es considerado como un esquema de asociación Público Privada, lo que 
permite realizar una clara diferenciación entre dos modelos de financiación de la 
Estructura Pública en nuestro país, uno de neta inversión pública (Contrato de 
Obra Articulo 32, Ley 80 de 1993) y uno de total o mayor inversión de capital 
privado denomino como Asociaciones Público Privadas, las cuales son un 
implante del medio internacional en nuestra nación de una novedosa forma de 
cooperación entre el Sector Público y el Sector Privado para el impulso de la 
construcción y mantenimiento infraestructura Pública y en algunos casos la 
prestación de servicios públicos. 
2. Generalidades de las Asociaciones Público-Privadas en Colombia       
  Tomando como referencia la definición que presenta el Banco Mundial 
(2016), respecto de las Asociaciones Público–Privadas:  
“Public-private partnerships (PPPs) are a mechanism for government to 
procure and implement public infrastructure and/or services using the 
resources and expertise of the private sector. Where governments are 
facing ageing or lack of infrastructure and require more efficient 
services, a partnership with the private sector can help foster new 
solutions and bring finance”.  
         Se puede explicar cómo este tipo de asociaciones proponen un trabajo 
conjunto entre el sector público y el sector privado, en busca de impulso 
económico y progreso social, mediante la construcción de infraestructura pública 
y/o la prestación de servicios públicos, este tipo de alianzas se estructuran dadas 
las limitaciones del sector Público; ya que  por un lado no cuenta con los recursos 
económicos suficientes y posterga la inversión en infraestructura pública frente a 
otras prioridades, sumado a la limitada capacidad de endeudamiento de la 
mayoría de estados y por otro lado, no cuenta con la experiencia para llevar a 
cabo este tipo de mega proyectos a corto plazo. 
2.1. Antecedentes de las APP  
La raíz primigenia del nacimiento y desarrollo de las Asociaciones 
Público-Privadas (APP) nos remonta al Reino Unido, a mediados del año 1992 
cuando, menciona Millán (2009): 
“La iniciativa de financiamiento privado (“Private Finance 
Initiative”-PFI) fue lanzada por el Gobierno de la Gran Bretaña en  1992, 
esta iniciativa fue patrocinada como una herramienta para: (a) ayudar a 
resolver una necesidad real de renovar los activos públicos, después de 
un largo período de baja inversión en infraestructura y (b) fomentar 
mejores prácticas por la vía de utilizar la capacidad de gestión del 
sector privado en este proceso” (p. 9). 
Al respecto ilustra Barreto (2016),  
“En la manera como se han entendido más ampliamente, las 
APP tienen un claro origen Británico, esta sería una razón suficiente 
para considerar que el fenómeno se originó en un estado posmoderno, 
debido al hecho de que el Reino Unido es el Estado Posmoderno por 
excelencia”(p.22). 
     Acorde con los autores anteriormente citados, menciona (Barreto 2016, p. 
23 a 24) son dos las características de este Estado posmoderno el cual favorece 
la aparición de este tipo de asociaciones: a) El Derecho Difuso, entendido como la 
disminución en la rigidez normativa del Estado Moderno, predominando en el 
ámbito jurídico y social términos como “ asociaciones, principios y estándares”, los 
cuales permiten a los estados posmodernos acomodar  sus sistemas legales a los 
cambios “repentinos y rápidos en la sociedad” y b) La presencia de diferentes 
actores, además del Estado, en la mayoría de los asuntos Públicos, y la 
cooperación entre ellos para la consecución de los fines estatales. 
      Según (Barreto, 2016, p. 25) el anterior ejercicio doctrinario concluyó con la 
desaparición del Estado moderno como protector de los intereses públicos, y en el 
lado opuesto de los intereses privados y la interacción de principios flexibles a las 
realidades sociales, con la intervención de sujetos de derecho ajenos al sector 
público como parte fundamental en la toma de decisiones políticas, económicas y 
sociales, favoreció la estructuración de las   Private Finance Initiative –PFI- modelo 
utilizado por el gobierno de la Gran Bretaña desde el año de 1992, donde la 
intervención del sector privado logró superar años de dilaciones en cuanto a 
inversión en infraestructura, siendo tal el éxito de las iniciativas que  no solo se 
limitó la intervención al desarrollo y operación de estructuras públicas, sino 
también permitió al sector privado la prestación de servicios públicos.  
  El éxito de las iniciativas privadas en la Gran Bretaña se debió a los 
beneficios que traía para ambas partes, ya que para el sector público el apoyo del 
sector privado significó el aumento de la inversión en la infraestructura pública, sin 
la necesidad de adquirir grandes préstamos y soportar más deudas, sumado a la 
gestión e innovación que ofrece este sector, resultando una mayor eficiencia de la 
inversión y una mayor calidad de los productos, procurando un menor gasto en la 
prestación del servicio, a su vez viéndose favorecido el sector privado ya que 
ahora podría expandir sus oportunidades de inversión a áreas de las cuales 
estaba generalmente excluido. 
Fue debido al déficit de recursos públicos frente a las necesidades que 
deben cubrir los Estados, que se encontró la manera de promover y financiar el 
desarrollo de infraestructura pública la cual propiciará el posicionamiento de los 
Estados rezagados dentro de una economía de alta competitividad. De acuerdo 
con estudios de instituciones como el Fondo Monetario Internacional (FMI), 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), La 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), la creación y el 
fomento de las Asociaciones Público Privadas –APP-  son el recurso adoptado por 
diversos Estados Latino Americanos para hacer frente a su situación de 
estancamiento estructural mediante la decisiva intervención del sector privado en 
la adecuación, construcción y provisión de infraestructura pública, viendo en cada 
una de las necesidades del sector público una oportunidad para el progreso y el 
desarrollo. 
Según estudios del Fondo Monetario Internacional respecto de la 
implementación y experiencia de diversos Estados en el campo de las 
Asociaciones Público-Privadas, los países pioneros en América Latina en adoptar 
esta herramienta de desarrollo fueron México y Chile (Ter-Minassian, 2004, p. 33 a 
38) los cuales a través de la ejecución de proyectos de interés público, donde 
intervino la inversión privada, lograron un óptimo desarrollo en la infraestructura 
pública como carreteras, aeropuertos y cárceles entre otros.  En la actualidad 
también están desarrollando proyectos APP en países como Brasil, Perú y 
Colombia, Akitoby (2007). 
2.2. Definición de las APP en Colombia  
La Ley 1508 de 2012, reglamentada por los Decretos 1467 de 2012 y 1082 
de 2015, no sólo define en el Artículo 1 las Asociaciones Publico Privadas en 
Colombia como un “instrumento de vinculación de capital privado, que se 
materializan en un contrato entre una entidad estatal y una persona natural o 
jurídica de derecho privado, para la provisión de bienes públicos y de sus servicios 
relacionados”, sino que además desarrolla el marco general en que las APP 
pueden ser estructuradas, estableciendo dos vías a través de las cuales puede 
darse inicio a un proyecto de APP, una por iniciativa pública y otra por iniciativa 
privada. 
Nuestra regulación particular busca conservar el espíritu primario de las 
APP a nivel mundial ya que como sostienen diversas instituciones internacionales 
como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE): 
“Public-Private Partnerships (PPPs) are long term contractual arrangements 
between the government and a private partner whereby the latter delivers and 
funds public services using a capital asset, sharing the associated risks”(p. 18) o  
como lo señala el Fondo Monetario Internacional –FMI- en su informe de 2004 
Ter-Minassian, T. (2004).  en relación con las Asociaciones público-privadas:  
“En las asociaciones público-privadas (APP) el sector privado 
proporciona activos y servicios de infraestructura que tradicionalmente 
son brindados por el gobierno. La afluencia de capitales y la capacidad 
gerencial del sector privado pueden atenuar las restricciones fiscales de 
la inversión en infraestructura e incrementar la eficiencia. Debido a esas 
ventajas, se están creando APP en todas partes del mundo: una serie 
de países (entre ellos Chile, Irlanda, México y el Reino Unido) ya 
cuentan con programas establecidos y muchos otros han empezado a 
desarrollarlos o tienen gran interés en hacerlo” (p. 3). 
Como puede verse las grandes novedades presentadas por las APP en 
Colombia son: a) La provisión de infraestructura pública a partir de inversión o 
activos provenientes del sector privado, disminuyendo la inversión pública en este 
tipo de erogaciones, favoreciendo una mayor calidad a un menor precio. b) Acorde 
con lo establecido por la OCDE la Asociación Público –Privada es un acuerdo que 
permite compartir los riesgos entre el “Gobierno” y la entidad de carácter privado, 
superando el paradigma de la contratación de infraestructura tradicional, donde en 
el contrato de obra tradicional el contratista no es responsables más que de su 
propia negligencia. 
A lo anterior menciona Barreto (2016), analizando el mayor riesgo 
transferido en APP que en las concesiones en el modelo puro de asociación 
público privado:  
“La relación precio-calidad se obtiene principalmente a través de 
la asignación de riesgos entre los asociados públicos y privado. En 
efecto transferir el riesgo al privado cuando quiera que cuente con 
mayor y mejor capacidad para administrarlo y mitigarlo y retenerlo en la 
entidad Pública cuando esta sea más apta para ello, es la “fórmula 
ultima de éxito” en la APP”(p.64). 
El Estado Colombiano como Estado Social de Derecho a partir de la 
expedición de la Constitución de 1991, encuentra en una adecuada infraestructura 
pública acompañada de la adecuada provisión y prestación de los servicios 
públicos un elemento indispensable para el desarrollo, crecimiento y efectiva 
realización de los fines esenciales que no solo se agota en el somero 
cumplimiento de lo ordenado por el constituyente primario en la renovada Carta 
Magna. Asume como último fin garantizar la vida y el óptimo desarrollo de los 
integrantes de la sociedad y que como Estado enfocado en el progreso y el 
posicionamiento dentro de una economía global y competitiva, encuentra en las 
APP  la herramienta adecuada para superar los rezagos monetarios y fiscales a 
los que se debe enfrentar una Nación que busca sobresalir a su entorno 
económico, adaptando su sistema jurídico y social a los instrumentos utilizados en 
aquellas sociedades de cultura legal y económica de avanzada, ajustándolos a 
sus propias realidades y limitaciones y permitiendo la inclusión de capital privado 
en el desarrollo de infraestructura pública, ofreciendo los suficientes incentivos 
para que el sector privado se interese en invertir y favorecer el avance estructural 
de la nación, sin dejar de lado la posibilidad de retener o transferir ciertos riesgos 
al momento de estructurar los proyectos de obra y que aseguraran su éxito en el 
largo plazo. 
2.3. Características de las APP en Colombia 
Como ilustra el Banco Mundial (2015) “Public-Private Partnerships can help 
improve the quality of infrastructure “by vesting control rights with the private 
sector, bundling into one contract design, construction, operation, and 
maintenance of the facility, and by transferring the risk of cost and time overruns to 
the private partner”(p.3) conforme anteriores definiciones presentadas, son dos las 
grandes características de las APP que las diferencian de algún otro método 
tradicional de contratación de infraestructura pública, la intervención de un socio 
privado en no solo la construcción sino además el diseño, operación y 
mantenimiento de la estructura acordada y la del deber de realizar una adecuada 
trasferencia o retención de riesgos entre la entidad pública y el socio privado con 
el fin de responder adecuadamente a las contingencias suscitadas en el desarrollo 
de este tipo de proyectos.   
Al respecto menciona Alborta (2011): 
“La identificación, cuantificación, asignación y mitigación de 
riesgos corresponden al mecanismo central de un esquema APP (…) Si 
las evaluaciones de riesgo no son realistas o se asignan demasiados 
riesgos al sector privado, los inversionistas privados no se 
interesarían…si el sector privado no asume alguno de los riesgos o se 
asignan demasiados riesgos al gobierno, se pierde el espíritu de un 
esquema APP” (p. 17). 
En el caso colombiano esta figura se ha introducido y adaptado a nuestras 
circunstancias particulares, lo que le ha sumado características especiales cuando 
se trata de APPs en Colombia, al respecto cita Barreto (2016), “los contratos de 
concesiones viales empezaron a suscribirse desde 1994, distinguiéndose tres 
etapas o grupos de proyectos, que la literatura existente ha tildado de 
generaciones en función de sus características específicas”(p.68) 
Lo anterior ilustra como en Colombia no es nueva la idea de coordinar 
esfuerzos entre el sector público y el sector privado para promover el desarrollo de 
infraestructura pública en nuestro país. Mediante el Articulo 2 de la Ley 1508 de 
2012, el legislador incluyó las concesiones como un esquema de asociación 
Público-Privada, agrupando en un solo cuerpo normativo las diversas formas 
asociativas entre el sector público y el sector privado con el fin de promover el 
crecimiento de infraestructura pública y sus servicios relacionados, de esta 
manera el mencionado artículo se divide en dos grandes títulos el titulo número II 
el cual regula las iniciativas de APPs de iniciativa pública, y el titulo número III el 
cual regula las iniciativas de APPs de iniciativa privada. 
Entre otras particularidades el artículo 6 de la Ley 1508 de 2012 limita en el 
tiempo este tipo de asociaciones a máximo 30 años y el artículo 7 de la misma 
norma establece que las adiciones o prorrogas que se deban hacer al contrato 
solo se podrán realizar hasta pasados 3 años de vigencia del contrato y hasta 
faltando ¾ partes del plazo pacto inicialmente en el contrato. 
El artículo 5 de la Ley 1508 de 2012 establece la manera en que el socio 
privado retribuirá su colaboración con el sector Público, la cual era mediante el 
recaudo de recursos económicos por la explotación del proyecto o el desembolso 
de recursos públicos, circunstancia particular a toda APP a nivel global, ya que 
despierta más de una crítica a este tipo de asociaciones ya que pueden llegar a 
ser consideradas como un símil de privatización o un esquema que disimula la 
realidad fiscal de una nación que terminará pagando a largo plazo la construcción 
de infraestructura pública, dejando de lado la promesa fundamental  de las APP, 
con relación a lo anterior (Barreto, 2016, p. 74), sostiene que es un desarrollo de 
infraestructura sin compromiso fiscal significativo. 
Al respecto sostiene Hall (2015): 
 “las APPS están acostumbradas a ocultar el endeudamiento 
público, al mismo tiempo que otorga garantías estatales a largo plazo 
para que las empresas privadas obtengan beneficios. Debemos 
recordar que las empresas del sector privado deben maximizar los 
beneficios si quieren sobrevivir.” y continua “En realidad, durante el 
periodo de vigencia de un proyecto, una APP siempre conllevará una 
mayor inversión Pública que un proyecto tradicional, debido a unos 
costes de capital más elevados y porque en la práctica no se logra 
aumentar la eficiencia y los operadores privados cobran a los usuarios 
precios más altos, puesto que poseen un monopolio” (p. 3 a 31).  
Señala el Fondo Monetario Internacional –FMI- (2004) Ter-Minassian, T. 
(2004), en relación con las Asociaciones público-privadas: 
“Sin embargo, no puede darse por sentado que las APP sean 
más eficientes que la inversión pública y la prestación estatal de 
servicios. Una inquietud concreta es que las APP pueden utilizarse 
principalmente para eludir controles sobre el gasto y para eliminar la 
inversión pública del presupuesto y el endeudamiento del balance del 
gobierno pese a que el gobierno sigue asumiendo la mayor parte del 
riesgo y de los costos fiscales que podrían ser considerables” (p. 3). 
Otra gran particularidad de las Asociaciones Público Privadas en Colombia 
se estableció mediante el Articulo 4 del Decreto 1467 de 2012 por el cual se 
reglamentó la Ley 1508 de 2012 se estableció que la retribución al asociado 
privado esta “condicionado” a la disponibilidad de la infraestructura, al 
cumplimiento de niveles de servicio y estándares de calidad. La definición de 
“disponibilidad de la infraestructura” se encuentra en el Artículo 3 del mismo 
Decreto el cual puntualiza que la obra se encuentra disponible una vez está en 
uso y cumple con los niveles de servicio y estándares de calidad establecidos en 
el contrato suscrito. 
Al respecto ilustra claramente González (2014): 
“una notable diferencia con la contratación tradicional radica en 
que la contraprestación no viene dada por la construcción de la obra, la 
entrega de la misma para tomar la foto, sino por su utilización efectiva y 
de calidad o por la explotación del servicio bajo estándares 
preestablecidos.”, continua “uno de los elementos distintivos de los 
proyectos  que se ejecutan bajo esquema APP, es que  sus 
requerimientos técnicos deben basarse en desempeño y no en 
especificaciones técnicas de obra”(p. 26 a 27). 
Particularmente en Colombia las APPs fueron divididas en dos grandes 
grupos acorde a la Ley 1508 de 2012: las Asociaciones Público Privadas de 
iniciativa Pública y las Asociaciones Público Privadas de iniciativa Privada. 
Las asociaciones Público Privadas de iniciativa Pública se caracterizan por 
(Ley 1508 de 2012-Decreto 1467 de 2012): 
 El proceso de selección del inversionista privado será la licitación Pública 
(Artículo 30, Ley 80 de 1993) 
 Alta rigurosidad en estudios de carácter “técnico, socioeconómico, 
ambiental, predial, financiero y jurídico”, los cuales serán indispensables al 
momento en que la entidad pública interesada, justifique  el uso del 
esquema APP sobre los medios de contratación tradicional, para lo cual la 
entidad interesada deberá utilizar las herramientas otorgadas por el 
Departamento Nacional de Planeación y mediante los cuales se deberá 
demostrar la mejor relación “calidad-precio” (Barreto, 2016, p.63) como una 
de las características propias de las APP en sus términos más generales. 
Menciona González (2014): 
“En Colombia, a través de la Resolución 3656 de 2012 dictada por el 
Departamento Nacional de Planeación, se establecen parámetros técnicos 
para la evaluación del mecanismo de Asociación Público Privada APP, A 
través de la “Metodología del Comparador Público Privado”, con el cual se 
justifica el uso de la APP como herramienta contractual (…) consiste en un 
mecanismo a través del cual se puede demostrar técnica y previamente los 
benéficos del proyecto, en consonancia con la eficiencia en el gasto 
público”(p. 27). 
 Por su parte las asociaciones Público Privadas de iniciativa Privada se 
caracterizan por (Ley 1508 de 2012, Decreto 1467 de 2012): 
 Los particulares podrán estructurar proyectos de infraestructura pública, 
asumiendo la totalidad de los costos de la estructuración. 
 Previo a seleccionar como viables el proyecto de iniciativa privada, el 
inversionista privado deberá sortear 2 etapas, una de pre factibilidad 
(información y datos generales del proyecto) y una siguiente de factibilidad ( 
continuación de estructuración del proyecto y acreditación de requisitos 
habilitantes) 
 Entidad Pública interesada en implementar proyectos de APP de interés 
privado deberá contar con aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y posterior concepto favorable del Departamento Nacional de 
Planeación.  
 En caso que el proyecto requiera inversión pública esta, ni sus adiciones o 
prorrogas totalizadas, NO podrá superar el 20% del valor del contrato y el 
proceso de selección del inversionista será la Licitación Pública. 
 En caso que el proyecto NO requiera inversión pública el proceso de 
selección del inversionista será la selección abreviada, en caso que existan 
terceros interesados en desarrollar el mismo proyecto. 
 De no existir terceros interesados en desarrollar un mismo proyecto de APP 
de iniciativa privada se podrá contratar de manera directa con el socio 
privado originador de la propuesta. 
2.4. Finalidad de las APP en Colombia 
Sin duda alguna mediante la expedición de la Ley 1508 de 2012 y sus 
decretos reglamentarios, se creó en Colombia un marco normativo para la 
integración del capital privado (económico, humano, experticia, conocimiento) con 
el fin de superar el evidente rezago en el sector de la infraestructura pública que 
presenta Colombia, rezago que no podía seguir soportando una nación interesada 
en ingresar y competir en un sistema económico y social internacional que exige 
eficiencia y modernidad y que no podía seguir desarrollándose con base en 
prácticas contractuales que significaran por lo menos a primera vista una amplia 
inversión pública y que entrará a competir con otras necesidades y carencias de 
un Estado que evidentemente se encuentra en vía de desarrollo. 
  Teniendo en cuenta que la Ley 1508 de 2012, se presentó en principio 
como un proyecto de Ley por el cual se adoptaban medidas y disposiciones para 
los proyectos de infraestructura de transporte en el cual se aseguró que: 
 “su desarrollo eficiente (Infraestructura de trasporte) no sólo impacta el 
transporte, sino que también potencia los demás sectores de la 
economía. La infraestructura de transporte es un eslabón crucial de 
cualquier cadena productiva, que incrementa la conectividad de las 
regiones con los grandes centros urbanos y posibilita la adecuada 
prestación de los demás servicios públicos” 
Es evidente como este proyecto de Ley resaltó la importancia del progreso 
de la infraestructura pública en principio de transporte, no solo como un medio de 
expansión y desarrollo económico, sino una necesidad básica para alcanzar la 
equidad entre las distintas regiones que conforman nuestra Nación, permitiendo al 
Estado cumplir con sus fines esenciales establecidos en el Artículo segundo de la 
Constitución Política de 1991 donde entre otros debe garantizar el servicio a la 
comunidad y la promoción de la prosperidad. 
Es importante finalizar este capítulo citando las palabras de Akitoby (2007), 
ya que en estas se pude encontrar el augurio de éxito de las Asociaciones Público 
Privadas en Colombia:  
“Tres razones principales. Primero, los proyectos sólidos encaminados a 
resolver limitaciones evidentes de la infraestructura como carreteras, ferrocarriles, 
puertos y electricidad probablemente tengan altas tasas de rentabilidad económica 
y por ello resulten atractivos para el sector privado. Segundo, a menudo el cobro 
de tarifas a los usuarios resulta más factible y además más conveniente en los 
proyectos de infraestructura económica. Tercero, por lo general los proyectos de 
infraestructura económica cuentan con un mercado más desarrollado para 
combinar la construcción con la prestación de servicios conexos (por ejemplo, la 
construcción y la explotación y mantenimiento de una carretera de peaje) que los 
proyectos de infraestructura social. Habida cuenta de estas consideraciones, no es 
de sorprender que las asociaciones público-privadas se utilicen en forma 
preponderante para la infraestructura vial” (p. 10).  
3. Ventajas y desventajas de las Asociaciones Público-Privadas en 
Colombia 
Como se ha determinado a lo largo del presente artículo la inclusión de las 
Asociaciones Público Privadas simbolizan un antes y un después en la manera de 
fomentar el desarrollo de infraestructura Pública en nuestro país. Por tal motivo es 
pertinente analizar algunas posibles ventajas o desventajas que representaría el 
uso de estas asociaciones como modelo de desarrollo. 
3.1. Ventajas y desventajas Jurídicas de las APP 
Una de las grandes diferencias entre el contrato de obra pública regulado 
por la Ley 80 de 1993 y las Asociaciones Público Privadas se presenta en lo 
establecido por el Artículo 11 de la Ley 1508 de 2012 respecto de las APP de 
iniciativa Pública y los Artículos  31 y 32 del Decreto 1467 de 2012 respecto de las 
APP de iniciativa privada, en los cuales se exige una serie de autorizaciones y 
conceptos favorables que deben ser solicitados y debidamente justificados por la 
entidad pública interesada y deben ser emitidas por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público  y el Departamento Nacional de Planeación. 
Lo anterior hace referencia a la comparación que debe realizar la entidad 
interesada en utilizar el modelo APP respecto de su la viabilidad frente a un 
contrato de obra tradicional y la cual se tornará como una justificación ante las 
mencionadas entidades rectoras del sector Hacienda. Menciona (Barreto, 2016, 
p.86): 
 “También es importante tener en cuenta que el proceso de 
evaluación de la relación calidad-precio (la justificación previa de utilizar 
el mecanismo de asociación público privada), es obligatorio 
exclusivamente en los proyectos en que la autoridad contratante 
considerando el uso de APP”. 
Como se estableció en la parte inicial de este artículo una de las 
necesidades al momento de expedir la Ley 80 de 1993 era la de superar un 
antiguo sistema de contratación que imponía excesivos controles para la selección 
de los contratistas, numerosas autorizaciones, desde el Consejo de Estado hasta 
el Consejo de Ministros, causando demoras en el inicio de las obras y desajustes 
presupuestales, (Matallana,2015, p. 132 a 133) y la exigencia de justificaciones 
previas y autorizaciones de autoridades administrativas para proceder al uso del 
modelo APP parecieran ser un retroceso a estos avances procurados por la 
expedición del estatuto general de contratación.  
Una vez superada la etapa de perfectibilidad y factibilidad evidenciada en 
este tipo de justificación presentada por la entidad pública interesada, se 
continuará el proceso de asociación mediante las figuras de licitación pública en el 
caso de las APP de iniciativa Pública y las iniciativa privada que requieren 
recursos Públicos y la selección abreviada en caso de las APP de iniciativa 
privada que no requieran desembolsos públicos. 
En los capítulos precedentes se logró establecer que una de las ventajas de 
las App son la asignación de riesgos a cada una de las partes asociadas, así no 
solo se realizará por parte de la entidad pública una mera valoración de los riesgos 
que podrían llegar a afectar el equilibrio económico del contrato, sino que estos se 
distribuirán entre el socio público y el socio privado de manera que cada cual 
asuma los riesgos que mejor tenga gestionar, “la norma ordena realizar estudios a 
conciencia y prudentes de los mismos, asignándolos a quien esté en mejor 
condición de manejarlos y de mitigarlos a menor costo” (González, 2014, p. 28). 
3.2. Ventajas y desventajas Económicas de las APP 
             En el campo económico las ventajas son mucho más evidentes, dado que 
la participación del sector privado en la construcción de infraestructura pública 
“facilita una mayor inversión en infraestructura sin incrementar inmediatamente el 
endeudamiento o la deuda pública, y puede transformarse en una fuente de 
ingreso público” (Ter-Minassian, 2004, p 4). 
Teniendo en cuenta la multiplicidad de necesidades económicas que 
confronta hoy en día nuestro país, (post conflicto, inconformidades sociales, caída 
en el precio internacional del petróleo, tratados de libre comercio) es un alivio para 
las finanzas públicas la reducción de su inversión en un rubro tan importante como 
la infraestructura pública sin detener su expansión, Lo anterior se refleja en: 
- Ni la Ley 1508 de 2012 ni sus Decretos reglamentarios permiten el 
desembolso de anticipos para iniciar el desarrollo del proyecto, ya que 
precisamente el espíritu de estas asociaciones es la inversión privada 
sobre los recursos públicos. 
- Mediante el Artículo 13 de la Ley 1508 de 2012 se limitó el pago de 
adiciones presupuestales a solo el 20 % del valor del contrato 
originalmente pactado.  
- En el Artículo 17 de la norma anteriormente citada, se estableció que los 
recursos públicos que se pueden llegar a desembolsar en una APP de 
iniciativa privada no pueden superar el 20% de valor estimado de la 
inversión para el proyecto 
- El Artículo 5 del Decreto 1467 de 2012 establece que la retribución al 
asociado privado está condicionado a “la disponibilidad de la 
infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio, y estándares de 
calidad” lo que significa en palabras de Ospina (2012) “El particular 
construye. Solo puede pagarse con niveles de servicios y lo que significa 
que nadie podrá construir una carretera y cobrar por el servicio si no está 
terminado” (p.27). 
Como puede verse son diversas las maneras en que la regulación de las 
APP ha procurado velar por el cuidado y baja inversión de recursos públicos, 
manteniendo dentro de las particularidades del contexto nacional, el sentido 
natural de las asociaciones Público privadas. Parte del éxito de lo anteriormente 
manifestado se encuentra establecido en el artículo 5 de la Ley 1508 de 2012 el 
cual establece que una de las formas de retribuir el proyecto es la explotación 
económica del mismo por parte del socio privado, acorde con lo expuesto en el 
capítulo anterior podría deformar el concepto de cooperación entre el sector 
público y sector privado  en una posible privatización de la infraestructura o 
servicios prestados mediante la figura de APP, ya que el pago del proyecto es 
trasladado a los usuarios. 
Como se ha establecido son muchos los retos que tiene por delante el 
Estado Colombiano al momento de adoptar las Asociaciones Público Privadas 
como modelo de impulso de la infraestructura Pública, entre ellos se encuentra el 
incentivo al sector privado para la presentación de proyectos de infraestructura 
que involucren el 100 % de financiación por parte de este sector, por lo anterior se 
requiere que el Estado colombiano regule de manera categórica una atmosfera 
jurídica y social que evite la privatización de los proyectos desarrollados a través 
de la figura de las APP y los costos de uso sean demasiado altos para los 
usuarios de la infraestructura administrada por los privados. 
Teniendo en cuenta que el éxito del modelo APP depende de la fase de 
planeación donde se identifican los riesgos a transferir, es necesario que los 
funcionarios públicos sean capacitados en la estructuración adecuada de este tipo 
de proyectos, ya que estos son asociaciones de larga duración y comprometerá 
recursos de públicos de varias vigencias, una distribución adecuada de riesgos 
garantiza la satisfacción del interés general y el éxito del objeto contratado. 
Conclusiones: 
Una vez realizada la revisión bibliográfica propuesta, se concluye que es un 
hecho que las Asociaciones Publico Privadas son una tendencia a nivel mundial, 
que debido a su éxito en el Reino Unido, como ejemplo a seguir del Estado 
posmoderno, han sido altamente impulsadas y propagadas por organismos 
económicos multilaterales tales como: la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), el Banco Interamericano de Desarrollo, Fondo 
Monetario Internacional, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL)  entidades encargadas de promover el desarrollo económico  a nivel 
mundial y que a través de sus políticas y publicaciones han buscado fomentar la 
inclusión del capital privado en la provisión de bienes y servicios de carácter 
público. 
Colombia como país en vía de desarrollo, no puede ser una nación ajena a 
esta realidad de magnitud global y entenderse aislada a los avances jurídicos y 
económicos y las directrices de los organismos encargados de regular y promover 
el desarrollo social y económico a escala internacional. 
Mediante la promulgación de la Ley 1508 de 2012 y sus decretos 
reglamentarios se estableció el marco normativo bajo el cual las Asociaciones 
Público Privadas pueden ser implementadas por la entidades públicas en 
Colombia y la manera en que los particulares pueden ofrecer proyectos de 
infraestructura Pública para la satisfacción del interés general, viendo en estos un 
ámbito rentable e ideal para la inversión. 
  Precisamente de los avances más significativos implementados mediante la 
figura de APP’s en nuestro país es el incentivo al sector privado para la inversión 
en el desarrollo de infraestructura pública y la provisión de sus servicios 
relacionados mediante el ofrecimiento de proyectos de larga duración, hasta 30 
años, lo cual significa un flujo de constante de dividendos, bien sea por parte de 
desembolsos del sector público o por el pago correspondiente al uso de la 
infraestructura por parte de la ciudadanía en general. 
Las entidades públicas y el Estado en general también encuentra grandes 
ventajas, dado que haciendo buen uso de estas disminuirá el gasto público 
destinado a la construcción de infraestructura pública, se dará un mejor uso a los 
recursos públicos invertidos en este ya que, no se pagaran anticipos, el pago del 
contrato se hará a medida que se encuentre en disponibilidad la infraestructura, lo 
que implica su entrada en servicio, sin perder de vista el alcance de la misma a los 
estándares de calidad establecidos en contrato. A la par se encuentra la 
distribución de riesgos, ya que en este tipo de asociaciones el sector público 
deberá asignar al socio privado los riegos que este pueda gestionar de mejor 
manera a lo largo de la duración del contrato de Asociación Público Privada 
disminuyendo la responsabilidad del Estado en cuanto a las retribuciones que se 
generan por el desequilibro económico que se puede presentar en el desarrollo de 
un tradicional contrato de obra estatal. 
El uso de este tipo de asociaciones podrá significar para la ciudadanía una 
mayor calidad y mejor prestación de los servicios ofrecidos por las infraestructuras 
construidas, toda vez que para su uso requiere una serie aprobaciones adicionales 
al contrato de obra tradicional, que dará paso a la realización de estudios más 
juiciosos y serios bien sea por parte de la entidad pública o el sector privado que 
evidencien el mejor equilibrio entre precio y calidad favoreciendo la escogencia de 
este sistema sobre el contrato tradicional de obra pública. 
Así las mayores exigencias para la implementación de APP’s en Colombia 
se tornan en mayores garantías para la satisfacción del interés general.  
Al primer semestre de 2017 se han registrado 597 proyectos de Asociación 
Público Privada en Colombia los cuales en su mayoría se encuentran destinadas a 
los sectores de vías, trasporte urbano, aeropuertos, parqueaderos y trenes y en 
una menor proporción corresponde a sectores del agua y saneamiento, educación, 
salud, edificaciones públicas y renovación urbana, según cifras del Departamento 
Nacional de Planeación (2017) 
         Son muchos los proyectos de Asociaciones Público Privadas en curso en 
Colombia, es decir que el sector privado si ha creído en este modelo y en las 
ventajas que ofrece, el éxito dependerá de la responsabilidad con que el sector 
público maneje estas asociaciones, de la capacitación que se le brinde a los 
funcionarios públicos que se encuentre involucrados en su estructuración, 
evaluación e implementación y de la promoción de buenas prácticas que debe 
estar encabezados por el gobierno de turno, que identificando las ventajas que 
para el sector público también significa la implementación de las Asociaciones 
Público Privadas propenda porque su uso sea transparente y adecuado, por todo 
lo anterior, las Asociaciones Publico Privadas son el futuro de la infraestructura 
pública en Colombia. 
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